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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 596/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: *********. *********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veinticinco de mayo de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 596/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el treinta y uno de agosto de dos mil veinte, compareció la C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la resolución de *********, emitida por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, dentro del expediente de responsabilidades administrativas número *********, mediante la cual, resolvió el Recurso de Revocación interpuesto por la parte actora en contra de la resolución de *********, en el sentido de modificar parcialmente ésta última en cuanto a la individualización de la sanción administrativa impuesta a la hoy actora.

II.- En proveído de dos de septiembre de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las doce horas con treinta minutos del día treinta de octubre de dos mil veinte, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, con la presencia de la parte actora y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción XIV, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción, mediante la resolución recaída al recurso de revocación interpuesto por la hoy actora, que modifica parcialmente la resolución originalmente recurrida a través de la cual se le impuso una sanción administrativa.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 120 al 131 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.

Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, sólo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que la resolución impugnada se encuentra directamente dirigida a la C. *********, mediante la cual se modifica parcialmente el contenido de la resolución originalmente recurrida de *********, ésta última en la cual se le impone una sanción en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, es inconcuso que cuenta con interés jurídico para combatir dicho acto impugnado, ya que en la misma se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos y, por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, autoridad demandada en el presente juicio, acreditando el carácter con que compareció, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a fojas 162 y 163 del presente expediente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 06 al 015 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.

Por su parte, la autoridad demandada si bien no aduce causal de improcedencia alguna, sí plantea a manera de excepción las que denomina de “IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN” y “SINE ACTIONE AGIS” argumentando sustancialmente que la resolución impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada, así como que se siguieron las formalidades establecidas en la ley para su emisión y que fue emitida por autoridad competente en ejercicio de sus funciones; asimismo que le corresponde al actor probar la supuesta ilegalidad con la que califica el procedimiento disciplinario seguido en su contra, aunado a que esta Juzgadora deberá examinar todos los elementos constitutivos de la acción de la parte actora; sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que la autoridad demandada sustenta las excepciones que hacen valer corresponden, en su caso, al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto los referidos argumentos de la demandada resultan inatendibles.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia P./J. 135/2001, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Enero de 2002, Página: 5; cuyo rubro y contenido son los siguientes:

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.” 

Por último, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Al ser la competencia una cuestión de orden público y por ende de estudio preferente, esta Juzgadora, de conformidad con el penúltimo párrafo del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede de oficio a analizar la fundamentación de la competencia de la autoridad emisora de la resolución originalmente recurrida en revocación, atendiendo al criterio de la aplicación por analogía, sustentado en la Jurisprudencia 2a./J. 218/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, diciembre de 2007, página 154, bajo la voz:

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.

Contradicción de tesis 148/2007-SS. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 10 de octubre de 2007. Cinco votos; el Ministro Genaro David Góngora Pimentel votó con salvedades. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Tesis de jurisprudencia 218/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de noviembre de dos mil siete.

Conforme a lo anterior, esta Sala en el juicio que se resuelve, estima que se actualiza la causal de nulidad prevista por el artículo 250, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de la incompetencia de la autoridad emisora del acto originalmente recurrido en revocación, de conformidad con las siguientes consideraciones:

En primer término, resulta pertinente remitirnos a lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Federal, conforme al cual los particulares sólo podrán ser molestados en su familia, domicilio, papeles o posesiones, en virtud de un mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, esto es, contempla la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, misma que resulta fundamental para considerar que el actuar de la autoridad se encuentra ajustado a derecho. 
De igual manera, el artículo 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en concordancia  con  el precepto constitucional citado, establece como elementos de los actos administrativos para su validez, los consistes en ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; así como estar fundado y motivo.
Ahora bien, respecto del primero de los requisitos enunciados, esto es, que el acto de molestia provenga de autoridad competente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto que la esencia del  artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implica la obligación para la autoridad administrativa que emite un acto de molestia, de citar de manera clara, suficiente y precisa las normas legales que le facultan para su actuación, ya que sólo de esta manera se otorga certeza y seguridad jurídica a los particulares frente a los actos de las autoridades que pudieran lesionar su interés jurídico.

En ese tenor, la fundamentación adecuada de la competencia consiste en citar las disposiciones legales que le conceden atribuciones a una autoridad para emitir un acto de molestia, ello con el fin de brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses, pues de permitirse lo contrario, esto es, de eximir a la autoridad del deber de fundar con suficiencia su competencia, se privaría al afectado de un elemento que puede resultar esencial para impugnar un acto de autoridad, el gobernado desconocería la norma legal que faculta a la misma para emitir el acto de molestia que considera afecta su esfera jurídica. 

Así las cosas, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado.

Por tanto, es dable concluir que para estimar satisfecho el principio constitucional de la debida fundamentación, que consagra el artículo 16 constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa en el acto de molestia, es necesario que en el documento que lo contenga, se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación, e incluso de tratarse de normas complejas ha de transcribirse el apartado específico en donde se otorguen dichas atribuciones para actuar; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que aquél ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en el principio constitucional en cuestión, ninguna clase de ambigüedad, puesto que la finalidad de la misma, esencialmente, consiste en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

Cobra aplicación la Jurisprudencia P./J. 10/94, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Registro digital: 205463

Instancia: Pleno

Octava Época

Materias(s): Común

Tesis: P./J. 10/94         

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 77, Mayo de 1994, página 12

Tipo: Jurisprudencia

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
Contradicción de tesis 29/90. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal (en la actualidad Primero) Colegiado del Décimo Tercer Circuito. 17 de junio de 1992. Unanimidad de dieciocho votos. Ponente: Carlos de Silva Nava. Secretario: Jorge D. Guzmán González.

Asimismo, sirve de sustento a lo anterior, la Jurisprudencia 115/2005, emitida con motivo de la contradicción de tesis 114/2005-SS, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma que establece que el mandamiento escrito en el cual se contiene el acto de molestia a los particulares, debe fundarse en el precepto legal que les otorgue la atribución ejercida, citando el apartado, fracción, inciso o subinciso, y en caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente. Tesis del tenor siguiente:

Registro digital: 177347

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 115/2005

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Septiembre de 2005, página 310

Tipo: Jurisprudencia

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario  Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.

Contradicción de tesis 114/2005-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 2 de septiembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro.

Tesis de jurisprudencia 115/2005. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de septiembre de dos mil cinco.

En el caso tiene aplicación también la Jurisprudencia 2º/J.57/2001, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual textualmente señala:

Registro digital: 188432

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 57/2001      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Noviembre de 2001, página 31

Tipo: Jurisprudencia

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

Contradicción de tesis 94/2000-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 26 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Tesis de jurisprudencia 57/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de octubre de dos mil uno.

Así las cosas, en los términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el diverso 164, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados debe reunir, entre otros requisitos, el de ser emitido por autoridad competente, la cual deberá señalar las disposiciones legales, acuerdos o decretos, en que apoya su actuación y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, e incluso de tratarse de normas complejas ha de transcribir el apartado específico, en su caso, que contemplen su existencia y le otorguen atribuciones para actuar, así como las disposiciones legales que comprendan el ámbito, espacio o jurisdicción territorial en que pueda ejercer esas facultades, a fin de que el particular esté en posibilidad de constatar si quien le molesta se encuentra o no facultado para ello.

Ahora bien, del estudio íntegro de la resolución originalmente recurrida en revocación, emitida el *********, por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en el expediente de responsabilidades administrativas número *********, la cual obra agregada en autos a folios 072 al 119, misma que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se obtiene que es violatoria de los principios de legalidad y seguridad jurídica a que se ha hecho relación, tal como se advierte del Considerando Primero, respecto a la competencia de la autoridad que la emitió, en el que se consigna:

“PRIMERO.- La Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, resultó competente para conocer, substanciar y resolver la presente causa administrativa de acuerdo a lo que establecen los artículos 124, párrafo primero y 125 fracción III, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 43 y 44 fracción XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal; 1º y 2º fracción II, 3º. 55, 56, 58, 60, 63, 81 y 82 y demás aplicables de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de acontecidos los hechos y de aplicación en términos de lo señalado por los artículos transitorios SEGUNDO y CUARTO de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada el tres de junio de 2017; además en términos del artículo sexto transitorio, artículos 14, fracción XII, 16 fracciones XXIV y XXXIX del Reglamento de la Contraloría General del Estado, en vigor a partir del 1 primero de septiembre de 2017, además conforme a lo señalado en los artículos 2º, tercer párrafo, en relación al numeral 5º, del Acuerdo por el que se establecen las acciones complementarias en transición de la Procuraduría General de Justicia del Estado a la Fiscalía General del Estado publicado en el Periódico Oficial del Estado el 25 de septiembre de 2018.
Es necesario establecer que, la competencia en el singular se surte además porque al haberse expedido la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, conforme al cual quedó extinta la entonces Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado, y en términos de lo señalado por el artículo transitorio Sexto de dicho ordenamiento, se previno que “Los procedimientos de responsabilidad administrativa, de separación y remoción de cargo iniciados con antelación a la entrada en vigor de la presente Ley, serán resueltos en términos de las disposiciones legales con los que se les dio inicio.”, en ese contexto y en remisión a lo señalado por el numeral CUARTO transitorio de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; publicada el tres de junio de 2017, que establece “Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio”; en atención a lo anterior, en el singular el procedimiento correspondiente al expediente que se resuelve fue instaurado por la otrora Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado, la cual actúo en función de las atribuciones derivadas del numeral 44, fracción XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal así como el artículo 19 fracciones V y X del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, ambos ordenamientos vigentes al inicio del procedimiento; actuando como Órgano Interno de Control o Contraloría Interna, con atribuciones conferidas como parte de la estructura orgánica de la Contraloría General del Estado, en ese sentido, al haberse extinguido dicha Contraloría, las facultades de proseguir la resolución de un procedimiento de responsabilidades iniciado en base a la normatividad anterior, como es el caso, las debe ejercer la Contraloría General del Estado a través de sus autoridades facultadas conforme al Reglamento Interior vigente, en el caso a través de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública adscrita a la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública en remisión al artículo sexto transitorio, artículo 23, fracciones II y V del Reglamento de la Contraloría General del Estado, así como el numeral 14, fracción XII, del citado Reglamento que precisa: para los Directores Generales la facultad de “Ejercer en su caso, las atribuciones y funciones de las Direcciones de área que dependen de la Dirección General a su cargo; conforme a lo relatado, conforme a dichas disposiciones se surte la competencia para resolver el presente asunto.” 
(Énfasis añadido)

En efecto, pues con la cita de los ordenamientos legales y argumentos a que hace referencia el Director General de Legalidad e Integridad Pública, no se cumple a cabalidad el principio fundamental de fundamentación de la competencia en cuestión, de acuerdo con lo siguiente:

En primer término, se debe precisar que la actora en su carácter de Agente del Ministerio Público, se encuentra sujeta a un régimen especial, de conformidad con lo establecido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece y mandata que los Agentes del Ministerio Público, se regirán por sus propias leyes, en relación a lo dispuesto en el artículo 125, fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, de los cuales se colige un sistema especial de responsabilidades administrativas para dicha Institución del Ministerio Público; y si bien es cierto, que ello no los excluye del régimen general de responsabilidad administrativa aplicable a todo servidor público, también lo es, que no les aplica en la misma forma que a los empleados generales de la institución a la que pertenece o de otras instituciones; toda vez que por el cargo y naturaleza de la funciones que desempeñan, se encuentran sujetos a un sistema especial de responsabilidades administrativas específicamente aplicable a dichos servidores públicos.

Al respecto, es mester conocer lo dispuesto por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 116/2002-SS del tenor siguiente:
“…en el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se establece que las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos determinarán sus obligaciones con el objeto de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones, así como las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que incurran, los procedimientos y las autoridades competentes para aplicarlas.

En ese tenor, en el ámbito federal, el Congreso de la Unión desarrolló los principios generales de la materia en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; además, atendiendo a la especial naturaleza de las funciones desempeñadas por diversos órganos del Estado, en otras leyes estableció un capítulo especial de responsabilidades administrativas para determinados servidores públicos, derivadas de la peculiar índole de sus atribuciones y los sujetó, incluso, a procedimientos diferentes para efectos de verificar y, en su caso, sancionar el incumplimiento de aquéllas, es decir, el legislador federal ha optado por establecer en diversos ordenamientos sistemas de responsabilidades que en materia sustantiva complementan al sistema general y, en materia adjetiva, pueden llegar a excluir la aplicación de algunas de las normas de éste.

En el caso de la Procuraduría General de la República, la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos interactúa con disposiciones especiales de la ley orgánica correspondiente, y el conjunto de disposiciones de ambas leyes da como resultado un régimen común para todos los empleados en general y un régimen especial paralelo al anterior, aplicable únicamente a los agentes del Ministerio Público, a los miembros de la Policía Judicial y a los peritos.”
(Énfasis añadido)

Sistema especial de responsabilidades, que recoge el artículo 125, fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 125.- Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:

…

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, en los términos que establezca la ley.

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control, o por sus homólogos en los municipios, según corresponda; y serán sancionadas por el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán del conocimiento y sancionadas por los órganos internos de control.

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado, se observará lo previsto en el artículo 90 de esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado en materia de fiscalización, sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos.

Los entes públicos estatales y municipales tendrán órganos internos de control con las facultades que determine la ley, y”
(Énfasis añadido)

De cuyo contenido de igual manera se colige que, las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos determinarán sus obligaciones con el objeto de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de sus empleos, cargos y comisiones, así como las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que incurran, los procedimientos y las autoridades competentes para aplicarlas.

Por lo que en el caso particular, el Congreso del Estado desarrolló los principios generales de la materia en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; pero además, atendiendo a la especial naturaleza de las funciones desempeñadas por el personal sustantivo de carrera de la entonces Procuraduría General de Justicia del Estado (Ministerio Público; peritos profesionales, técnicos; y Policía Ministerial), en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, estableció un apartado especial de responsabilidades administrativas para dichos servidores públicos, derivado de la peculiar índole de sus atribuciones y los sujetó, incluso, a procedimientos diferentes para efectos de verificar y, en su caso, sancionar el incumplimiento de sus obligaciones que precisamente se establecen en la Ley última citada. De lo anterior, es inconcuso que el legislador estatal, también optó por establecer un sistema de responsabilidades que en materia sustantiva complementa al sistema general y, en materia adjetiva, puede llegar a excluir la aplicación de algunas de las normas de éste.
El sistema constitucional especial a que se hace referencia, se encuentra contenido en el Título Cuarto, Capítulos I, III y IV de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 24 de octubre de 2013, denominados “De las Obligaciones de los Agentes del Ministerio Público; Agentes de la Policía Ministerial; y Peritos”, “De las Causas de Responsabilidad de los Agentes del Ministerio Público; Agentes de la Policía Ministerial; y Peritos” y “De las Sanciones a los Agentes del Ministerio Público; Peritos; Técnicos; y Agentes de la Policía Ministerial”, respectivamente; así como en la “Sección Primera Del Régimen Disciplinario”, del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de Procuración de Justicia y Policial de la Procuraduría General de Justicia del Estado de San Luis Potosí, publicado en el referido Órgano Oficial de Difusión el 24 de septiembre de 2015, ambos ordenamientos vigentes al momento en que dio inicio el procedimiento del que emana la resolución que se analiza, y que establecen el régimen disciplinario de Agentes del Ministerio Público; Peritos; Técnicos; y Agentes de la Policía Ministerial; causas de responsabilidad, así como las sanciones, los elementos a considerar para su imposición, y los servidores públicos encargados de aplicarlas, asimismo, el procedimiento para la imposición de sanciones de los citados miembros del Servicio de Carrera sujetos a lo dispuesto en el Titulo Cuarto de la Ley Orgánica; en tanto que si en la Ley se hubiese querido dar un trato igual a los servidores públicos mencionados en la misma, constituidos por Ministerio Público; peritos profesionales, técnicos; y Policía Ministerial, no se hubiera establecido, en dichos apartados, un régimen sólo para ellos, ya que hubiera bastado con señalar las reglas generales para normar a todos los servidores públicos de dicha institución. Siendo conveniente precisar, que la creación de la Fiscalía General del Estado no modifica el régimen constitucional especial a que se encuentran sujetos estos servidores públicos, ello de conformidad con lo dispuesto en su propia Ley Orgánica que nos ocupa.

Apartados normativos que establecen el régimen especial de responsabilidades administrativas en comento, que a manera de ejemplo contienen los preceptos siguientes:

LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

TÍTULO CUARTO

DE LAS OBLIGACIONES; LOS DERECHOS; CAUSAS DE RESPONSABILIDAD; Y SANCIONES

Capítulo I 

De las Obligaciones de los Agentes del Ministerio Público; Agentes de la Policía Ministerial; y Peritos

“ARTÍCULO 138. Todo servidor público de la institución, distinto del personal ministerial, policial y pericial, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, tendrá las obligaciones y prohibiciones señaladas en la presente Ley, en la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, y en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y cuyo incumplimiento será causa de responsabilidad administrativa o la que resulte, la que dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan, de conformidad con las leyes antes citadas; además de las obligaciones siguientes: 

(…)”

Capítulo III 

De las Causas de Responsabilidad de los Agentes del Ministerio Público; Agentes de la Policía Ministerial; y Peritos 

“ARTÍCULO 141. Son causas de responsabilidad de los agentes del Ministerio Público y, en lo conducente, de los peritos, técnicos, y agentes de la Policía Ministerial del Estado: 

I. No cumplir, retrasar o perjudicar por negligencia, la debida actuación del Ministerio Público; 

II. Realizar o encubrir conductas que atenten contra la autonomía del Ministerio Público, tales como, aceptar o ejercer consignas, presiones, encargos, comisiones o cualquier otra acción que genere o implique subordinación indebida, respecto de alguna persona o autoridad; 

III. Distraer de su objeto, para uso propio o ajeno, el equipo, elementos materiales o bienes asegurados o fianzas o cauciones, bajo su custodia o de la institución; 

IV. No solicitar los dictámenes periciales correspondientes; 

V. No trabar el aseguramiento de bienes, objetos, instrumentos o productos de delito y, en su caso, no solicitar el decomiso cuando así proceda, en los términos que establezcan las leyes penales; 

VI. Omitir la práctica de las diligencias necesarias en cada asunto; 

VII. Incumplir cualquiera de las obligaciones a que se refiere el siguiente artículo de este Ordenamiento, y 

VIII. Las demás que establezcan otras disposiciones aplicables.” 

“ARTÍCULO 142. Son obligaciones de, los agentes del Ministerio Público, los peritos, técnicos, y agentes de la Policía Ministerial, para salvaguardar la legalidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, y de respeto a los derechos humanos, en el desempeño de sus funciones, las siguientes: 

I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así como con apego al orden jurídico y respeto a las garantías individuales y derechos humanos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Prestar auxilio a las personas que hayan sido víctimas de algún delito, así como brindar protección a sus bienes y derechos cuando resulte procedente. Su actuación deberá ser congruente, oportuna y proporcional al hecho; 

III. Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad, sin discriminar a persona alguna por su raza, religión, sexo, condición económica o social, preferencia sexual, ideología política o por algún otro motivo; 

IV. Impedir, por los medios que tuvieren a su alcance y en el ámbito de sus atribuciones, que se infrinjan, toleren o permitan actos de tortura física o psicológica u otros tratos o sanciones crueles, inhumanos o degradantes; así como abstenerse de cometer este tipo de conductas. Los servidores públicos que tengan conocimiento de ello deberán denunciarlo inmediatamente ante la autoridad competente;
V. Abstenerse de ejercer empleo, cargo o comisión, y demás actividades a que se refiere el artículo siguiente de esta Ley; 

VI. Observar un trato respetuoso con todas las personas debiendo abstenerse de todo acto arbitrario, y limitar indebidamente las acciones o manifestaciones que en ejercicio de sus derechos constitucionales y con carácter pacífico realice la población; 

VII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención o retención de persona alguna, sin cumplir con los requisitos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los ordenamientos legales aplicables; 

VIII. Desempeñar su función sin solicitar ni aceptar compensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las previstas legalmente. En particular, es obligación abstenerse de cualquier acto de corrupción; 

IX. Velar por la vida e integridad física y psicológica de las personas detenidas o puestas a su disposición; 

X. Participar en operativos de coordinación con otras autoridades o corporaciones policiales, así como brindarles, en su caso, el apoyo que conforme a derecho proceda; 

XI. Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos y cumplir con todas sus obligaciones, siempre y cuando sean conforme a derecho; 

XII. Preservar el secreto de los asuntos que por razón del desempeño de su función conozcan, con las excepciones que determinen las leyes; 

XIII. Abstenerse en el desempeño de sus funciones de auxiliarse por personas no autorizadas por la ley; 

XIV. Usar el equipo a su cargo con el debido cuidado y prudencia en el cumplimiento de sus funciones, así como conservarlo; 

XV. Abstenerse de abandonar sin causa justificada las funciones, comisión o servicio que tengan encomendado; 

XVI. Someterse a los procesos de evaluación de control de confianza y del desempeño de conformidad con la presente Ley, su Reglamento, y demás normatividad conducente, y 

XVII. Las demás que establezcan esta Ley, su Reglamento, y otras disposiciones aplicables. El incumplimiento de estas obligaciones dará lugar a la sanción correspondiente en los términos de esta Ley, su Reglamento, y demás disposiciones aplicables.”
Capítulo IV 
De las Sanciones a los Agentes del Ministerio Público; Peritos; Técnicos; y Agentes de la Policía Ministerial 
“ARTÍCULO 144. Las sanciones por incurrir en causas de responsabilidad o incumplir las obligaciones a que se refieren en la presente Ley, serán: 
I. Amonestación privada o pública; 
II. Suspensión; 
III. Multa; 
IV. Inhabilitación temporal para desempeñarse en el servicio público; V. Arresto, o 
VI. Remoción. 
Además de las sanciones contempladas en las fracciones anteriores, podrán imponerse correctivos disciplinarios a los agentes de la Policía Ministerial del Estado, los que podrán consistir en arresto, retención en el servicio, o privación de permisos sin salida. 
Las facultades para imponer las sanciones correspondientes en que incurran los servidores públicos, prescriben en los siguientes plazos: 
a) En un año si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado. 
b) En tres años, en los demás casos. 
El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad; o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate si fue de carácter contínuo. En todos los casos, la prescripción se interrumpirá al iniciarse el procedimiento administrativo correspondiente.” 
…

“ARTÍCULO 146. La suspensión es la interrupción temporal de los efectos del nombramiento. Podrá ser hasta por novena días, a juicio del superior jerárquico, cuando la falta cometida no amerite inhabilitación o remoción.”
“ARTÍCULO 152. Las sanciones a que se refiere el artículo 144 en sus fracciones I, II, III, y IV del presente Ordenamiento, serán impuestas por la Contraloría Interna una vez que desahogue el procedimiento que señale el Reglamento de esta Ley, y respetando las garantías de legalidad y audiencia.

(…)”

“ARTÍCULO 154. Las sanciones se impondrán tomando en cuenta los siguientes elementos: 

I. La gravedad de la responsabilidad en que se incurra; 

II. La necesidad de suprimir prácticas que vulneren el funcionamiento de la institución; 

III. La reincidencia del responsable; 

IV. El nivel jerárquico, el grado académico, y la antigüedad en el servicio; 

V. Las circunstancias y medios de ejecución; 

VI. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público, y 

VII. En su caso, el monto del beneficio, daño o perjuicio económico derivado del incumplimiento de obligaciones. Para los efectos de esta Ley se considerará reincidente, al servidor público que haya sido declarado responsable del incumplimiento de algunas de las obligaciones a que se refiere el artículo 142 del presente Ordenamiento, e incurra nuevamente en una o en varias conductas infractoras a dicho precepto legal, siempre que entre aquella declaración de responsabilidad, y la nueva conducta no hubiera transcurrido un periodo de tres años.”

“ARTÍCULO 156. En contra de las resoluciones por las que se imponga alguna de las sanciones previstas en las fracciones I y II del artículo 144 de la presente Ley, se podrá interponer recurso de rectificación ante el Consejo de Carrera, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la resolución. 

En el escrito correspondiente se expresarán los agravios y aportarán las pruebas que se estimen pertinentes. 

El recurso se resolverá en la siguiente sesión del Consejo de Carrera, y la resolución se agregará al expediente u hoja de servicio correspondiente. 

Si no se impone al servidor público las sanciones previstas en las fracciones I y II del artículo 144 del presente Ordenamiento, será restituido en el goce de sus derechos. 

En contra de las resoluciones dictadas por el Consejo de Carrera, que determinen, la separación del servicio por el incumplimiento de los requisitos de ingreso y permanencia en la institución contemplada en el artículo 113 fracción II inciso a) de esta Ley, y la de remoción señalada en el artículo 155 fracción V de la misma, no procede recurso. En contra de éstas sólo procede el juicio de nulidad en términos de lo dispuesto en la Ley de Justicia Administrativa del Estado y Municipios de San Luis Potosí.” 

“ARTÍCULO 157. Las demás sanciones previstas en este Capítulo serán impuestas observando el procedimiento que establecen los artículos 155 y 156 de la presente Ley, y su Reglamento. En lo no previsto en los títulos, Tercero y Cuarto, de esta Ley, y en su Reglamento, así como en la valoración de las pruebas, se aplicará el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, y las demás disposiciones aplicables.”
REGLAMENTO DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA Y POLICIAL DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
“Artículo 6.- El Servicio Profesional de Carrera comprende a los agentes del Ministerio Público y peritos, así como a los integrantes de la Policía Investigadora del Estado.” 

“Artículo 7.- El Servicio Profesional de Carrera se regirá por lo dispuesto en los artículos 21 párrafo décimo y 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución General de la República, la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado y el presente Reglamento.”
…

SECCIÓN PRIMERA

DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 192.- El régimen disciplinario comprende las obligaciones y deberes de los miembros del servicio de carrera, las correcciones disciplinarias, las sanciones y el procedimiento para su aplicación, de conformidad con la Ley Orgánica, el presente Reglamento y demás disposiciones aplicables.

…

Artículo 205.- Al miembro del Servicio de Carrera que incurra en alguna de las causas de responsabilidad señaladas en el artículo 141 de la Ley Orgánica o en las demás disposiciones aplicables, se le impondrán la sanción en los términos de este capítulo.

Artículo 206.- El procedimiento para la imposición de sanciones de los miembros del Servicio de Carrera se sujetará a lo dispuesto en el Titulo Cuarto de la Ley Orgánica, lo previsto en este Reglamento y demás ordenamientos aplicables.

…
Artículo 208.- El procedimiento para la aplicación de las sanciones a los miembros del Servicio de Carrera, que señalan las fracciones I y II del artículo 144 de la Ley Orgánica, será el siguiente: 

I. Serán impuestas en términos el artículo 152 de la Ley Orgánica podrán ser impuestas por: 

El Procurador General de Justicia del Estado; 

Los Subprocuradores; El Comisario de la Policía Investigadora; 

El Director General de Investigación; 

El Contralor; 

Los Directores; y 

Los titulares de unidades especializadas, y unidades administrativas equivalentes. 

En ausencia del superior jerárquico inmediato del personal encausado, las sanciones de amonestación, suspensión e inhabilitación, podrá imponerlas el superior jerárquico de aquel, conforme a la estructura orgánica autorizada.

II. Procederá por incurrir en causas de responsabilidad o incumplimiento de obligaciones en los casos que no amerite la remoción, de conformidad con la Ley Orgánica, este Reglamento y demás normatividad y ordenamientos aplicables; 

III. Se iniciará de oficio o por queja o denuncia presentada ante los servidores públicos a que se refiere el artículo 152 de la Ley Orgánica, encargado de la instrucción del procedimiento; 

IV. Las quejas o denuncias que se formulen deberán estar apoyadas en pruebas documentales o elementos probatorios suficientes para presumir la responsabilidad del servidor público denunciado;

V. El servidor público a que se refiere el artículo 152 de la Ley Orgánica, o servidor público en quien éste delegue la facultad para instruir el procedimiento, enviará una copia de la queja o denuncia y sus anexos al servidor público, para que en un término de diez días hábiles formule un informe sobre los hechos y rinda las pruebas correspondientes. El informe deberá referirse a todos y cada uno de los hechos comprendidos en la queja o denuncia, afirmándolos, negándolos, expresando los que ignore por no ser propios, o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar. Se presumirán confesados los hechos de la denuncia sobre los cuales el denunciado no suscitare explícitamente controversia, salvo prueba en contrario; 

VI. Se citará al servidor público a una audiencia en la que se desahogarán las pruebas respectivas, si las hubiere, y se recibirán sus alegatos, por sí o por medio de su defensor; 

VII. Una vez verificada la audiencia y desahogadas las pruebas, el servidor público a que se refiere el artículo 152 de la Ley Orgánica resolverá sobre la inexistencia de la responsabilidad o imponiendo al responsable la sanción que corresponda de conformidad con las fracciones I y II, del artículo 144 de la Ley Orgánica. La resolución se le notificará al interesado; 

VIII. Si del informe o de los resultados de la audiencia no se desprenden elementos suficientes para resolver o se advierten otros que impliquen nueva responsabilidad a cargo del servidor público denunciado o de otras personas, se podrá disponer la práctica de investigaciones y acordar, en su caso, la celebración de otra u otras audiencias, y 

IX. De resultar elementos de responsabilidad que ameriten la remoción, se elaborará la queja o denuncia a que se refiere el artículo 155, fracción I, de la Ley Orgánica, anexando las constancias del procedimiento.”

(Énfasis añadido)

Lo que guarda congruencia con lo establecido en el artículo 81, párrafos primero y segundo, de la multicitada Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, en el sentido de que la Contraloría Interna de la entonces Procuraduría General de Justicia del Estado, además de contar con la atribución para determinar las responsabilidades e imponer las sanciones a que se hicieran acreedores los servidores públicos de la citada institución, en los términos del régimen general, establecido por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, mediante el procedimiento que dicha ley y las demás aplicables previenen; también de manera especial, en tratándose del personal sustantivo de carrera (Ministerio Público; peritos profesionales, técnicos; y Policía Ministerial), quienes se regían por los títulos Tercero y Cuarto de esa Ley, contaba con la atribución de radicar, substanciar, determinar e imponer las sanciones a que se refieren las fracciones I, II y III (Amonestación privada o pública; Suspensión y Multa) del artículo 144 de la citada Ley y su Reglamento; sin soslayar lo dispuesto en el numeral 152 del ordenamiento legal citado en primer orden, que establecía: “Las sanciones a que se refiere el artículo 144 en sus fracciones I, II, III, y IV del presente Ordenamiento, serán impuestas por la Contraloría Interna una vez que desahogue el procedimiento que señale el Reglamento de esta Ley, y respetando las garantías de legalidad y audiencia.”.
Conforme a la normatividad en comento, la Contraloría Interna de la entonces Procuraduría General de Justicia del Estado, era competente para substanciar los procedimientos administrativos disciplinarios, en contra de los Agentes del Ministerio Público; determinar e imponer sanciones consistentes en: Amonestación privada o pública; Suspensión; y Multa; y si bien es cierto, que con la creación de la Fiscalía General del Estado, quedó extinta la Procuraduría General de Justicia del Estado, se reitera que por ello no se pierde el régimen constitucional especial al que se encuentra sujeto la aquí actora, porque se establece desde nuestra Carta Magna, así como en la Constitución Estatal, a lo cual deben estarse todas las leyes reglamentarias y la actuación de las autoridades que las aplican.

De esa guisa en atención a la naturaleza especial de las atribuciones de los agentes del Ministerio Público; peritos profesionales, técnicos; y Policía Ministerial, el legislador estatal estableció en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, así como en el Reglamento de la citada Ley, las causas de responsabilidad de dichos servidores públicos, las sanciones a aplicarles, el procedimiento a seguir y las autoridades competentes para tales fines, de modo que creó un sistema específico de responsabilidades aplicable únicamente a dichos servidores públicos.

Aunado a lo anterior, la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, mediante Decreto Legislativo número 1045, el 20 de agosto de 2018, en los artículos 31 último párrafo, 32 fracción XV, 33 segundo párrafo, y Transitorio Sexto, establece la competencia del Órgano Interno de Control de dicha Fiscalía, para resolver los procedimientos de responsabilidad que se hayan iniciado con anterioridad a la fecha en que entró en vigor la citada Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, numerales en comento, que establecen:

 “ARTÍCULO 31. Órgano Interno de Control y su Titular.

La Fiscalía General contará con un Órgano Interno de Control, como órgano estratégico, y el titular será designado por la votación de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Legislatura del Estado, de entre la terna propuesta por el Fiscal General, en los términos que establece la Constitución Estatal, y durará en su encargo tres años, pudiendo ser ratificado por otro periodo de la misma duración.

…

El titular del Órgano Interno de Control tendrá como encargo prevenir, detectar e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas que son distintas a las que son competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; y presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción.”

“ARTÍCULO 32. Facultades del Órgano Interno de Control.

El Órgano Interno de Control tendrá las siguientes facultades:

…

XV. Conocer e investigar las conductas de los servidores públicos de la Fiscalía General que puedan constituir responsabilidades administrativas, así como substanciar los procedimientos correspondientes conforme a lo establecido en la Ley General de Responsabilidades Administrativas; para lo cual podrá aplicar las sanciones que correspondan en los casos que no sean de la competencia del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí y, cuando se trate de faltas administrativas graves, ejercer la acción de responsabilidad ante ese Tribunal;”

“ARTÍCULO 33. Responsabilidades y Normatividad. 
…
El Órgano Interno de Control de la Fiscalía se regirá por las leyes y disposiciones sobre adquisiciones, obra pública, presupuesto, contabilidad, procedimiento administrativo, transparencia y acceso a la información, responsabilidades, combate a la corrupción y otras afines a la materia y por las bases y principios de coordinación que emita el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción.”
“T R A N S I T O R I O S
…

SEXTO. Procedimientos de Responsabilidad, Separación y Remoción. Los procedimientos de responsabilidad administrativa, de separación y remoción de cargo iniciados con antelación a la entrada en vigor de la presente Ley, serán resueltos en términos de las disposiciones legales con los que se les dio inicio.”

(Énfasis añadido)
Sin soslayar que el legislador en la exposición de motivos de la ley en comento, consideró lo siguiente:
“• Órgano interno de control y su titular 

En la Reforma Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí del 3 de marzo de 2016, se instituyó que los órganos públicos autónomos deberán de contar con un órgano interno de control, que tendrá autonomía técnica y de gestión en la vigilancia de los ingresos y egresos de la Fiscalía, así como la investigación y sanción de responsabilidades administrativas.

Las facultades que revisten a este órgano de la Fiscalía General son: 

Prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal de Justicia Administrativa. 

Revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos y participaciones. 

Presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Delitos Relacionados con Hechos de Corrupción. 

Es decir, se le asigna la facultad de desempeñarse como órgano investigador y sustanciador de faltas administrativas graves, y además sancionador para faltas administrativas no graves. Se le otorga la facultad de fiscalización al interior de la Fiscalía y se le impone la obligación de presentar denuncias a la Fiscalía Especializada en Delitos Relacionados con Hechos de Corrupción de cualquier hecho que pudiera constituir delito de corrupción, que con motivo del ejercicio sus dos facultades anteriores pudiera llegar a advertir. 

El titular deberá ser un profesional en derecho y tener una reconocida experiencia en el sistema de justicia penal acusatorio y fiscalización de recursos públicos.”
(El énfasis es nuestro)

Por tanto, atendiendo al sistema general de responsabilidades establecido en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente en la época de los hechos que nos ocupan, tal ordenamiento constituye solamente un marco referencial tratándose de las responsabilidades de los agentes del Ministerio Público; peritos profesionales, técnicos; y Policía Ministerial, en tanto que, por cuanto hace a dichos servidores, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado y su Reglamento, establecen un sistema especial, atendiendo a la naturaleza de las funciones que desempeñan.

En consecuencia, si en el caso que nos ocupa, el procedimiento del que emana la resolución originalmente recurrida fue iniciado y substanciando por la Contraloría Interna de la entonces Procuraduría General de Justicia del Estado, la competencia para resolverlo, corresponde al Órgano Interno de Control de la Fiscalía General del Estado; pues de los artículos que han sido transcritos, se desprende que el citado Órgano Interno de Control, es competente para conocer e investigar las conductas de los servidores públicos de la Fiscalía General que puedan constituir responsabilidades administrativas, substanciar los procedimientos correspondientes, e imponer las sanciones que correspondan; y tratándose de los iniciados con antelación a la entrada en vigor de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado, deberá resolverlo, siguiendo el procedimiento establecido en las disposiciones legales aplicables al momento en que se dio inicio al mismo; esto es conforme al procedimiento establecido en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de Procuración de Justicia y Policial de la Procuraduría General de Justicia del Estado de San Luis Potosí y, en su caso, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente en la época de los hechos investigados; al tratarse de la autoridad que sustituyó a la Contraloría Interna de la citada Procuraduría.
Cuanto más en la especie, la fuente obligacional atribuida a la hoy actora, consistió en los deberes instituidos por los “…artículos 8° exceptuando sus fracciones VII, IX, X y XI, además (…) al numeral 142 fracciones I, II, III, y XVII de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de justicia del Estado”, es decir, conforme a su régimen disciplinario específico regulado en dicha Ley; sin que se óbice a lo anterior, que además se considerara que al faltar a las obligaciones en comento, también incurrió en la falta a las obligaciones contenidas en las fracciones I, XXIV y XXX del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades vigente a la data de los hechos, pues además de como ya se dijo, tal ordenamiento constituye solamente un marco referencial tratándose de las responsabilidades de los Agentes del Ministerio Público, tales hipótesis se traducen en normas de remisión, y que precisamente para darles contenido jurídico a efecto de establecer una infracción, requieren de las disposiciones jurídicas relacionadas con el servicio público de que se trate, como en el caso particular, las contenidas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado en su régimen especial; de ahí que al pretender atribuírsele a la ahora impetrante el incumplimiento a deberes de conformidad con su régimen disciplinario específico regulado en la Ley Orgánica en cuestión, atendiendo a la naturaleza de las funciones que desempeñaba, es inconcuso que se encuentra sujeta al sistema específico de responsabilidades aplicable únicamente a dichos servidores públicos de mérito.

En esta tesitura la resolución originalmente recurrida en revocación, carece de la debida fundamentación y motivación de la competencia de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, para resolver el citado procedimiento, pues de la normatividad y argumentos que en esta se señala, no se acredita su competencia para tal efecto, y el hecho de que en su momento la Contraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Estado dependiera funcionalmente de la Contraloría General del Estado, no le genera competencia para resolver los procedimientos que el citado órgano de control haya iniciado a los Agentes del Ministerio Público, ello derivado, por una parte, del régimen constitucional especial al que se encuentran sujetos; y por otra, porque el órgano competente para resolver los procedimientos de responsabilidad de los Agentes del Ministerio Público de la ahora Fiscalía General del Estado, es el Titular del Órgano Interno de Control de la Fiscalía General del Estado, como quedó determinado en la Ley Orgánica de la misma dependencia, según lo señalado en líneas precedentes. 

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía y en la parte conducente, la Jurisprudencia 2a./J. 156/2009, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Contradicción de tesis 280/2009, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Registro digital: 166247

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 156/2009

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Octubre de 2009, página 63

Tipo: Jurisprudencia

“AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN, MIEMBROS DE LA POLICÍA FEDERAL INVESTIGADORA, ASÍ COMO PERITOS ADSCRITOS A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. SU RÉGIMEN DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS SE RIGE POR LA LEY ORGÁNICA DE ESA INSTITUCIÓN Y EXCEPCIONALMENTE POR LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y SU APLICACIÓN CORRESPONDE A LAS AUTORIDADES DE LA PROPIA PROCURADURÍA. En términos de los artículos 123, apartado B, fracción XIII, y 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y conforme a los principios de supremacía constitucional, legalidad y aplicación preferente de la norma especial, la naturaleza de las funciones de los agentes del Ministerio Público de la Federación, de la Policía Federal Investigadora y de los peritos adscritos a la Procuraduría General de la República, los sujeta al régimen de responsabilidades administrativas previsto específicamente para ellos en los capítulos VIII y IX de la ley orgánica de esa dependencia, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2002, vigente hasta el 29 de mayo de 2009, denominados "De las causas de responsabilidad de los agentes del Ministerio Público de la Federación, agentes de la Policía Federal Investigadora y peritos" y "De las sanciones de los agentes del Ministerio Público de la Federación, agentes de la Policía Federal Investigadora y peritos", los cuales establecen las causas de responsabilidad así como las autoridades competentes para instaurar los procedimientos administrativos y emitir las resoluciones respectivas, en el orden siguiente: I. El Procurador General de la República; II. Los Subprocuradores; III. El Oficial Mayor; IV. El Visitador General; V. Los Coordinadores; VI. Los Directores Generales; VII. Los Delegados; VIII. Los Agregados, y IX. Los titulares de las unidades administrativas equivalentes, tratándose de las sanciones de amonestación pública y privada, así como suspensión y a petición de cualquiera de ellos, el Consejo de Profesionalización del Ministerio Público de la Federación podrá decretar la remoción. Por tanto, el régimen general establecido en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos sólo es aplicable a los servidores públicos mencionados por excepción, cuando eventualmente su estatuto orgánico especial remita a aquél y no exista incompatibilidad en su aplicación.”
Contradicción de tesis 280/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Décimo Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 23 de septiembre de 2009. Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Rodríguez Maldonado.

Tesis de jurisprudencia 156/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de septiembre de dos mil nueve.

No obsta a la anterior conclusión, el hecho de que la Contraloría General del Estado, haya emitido el “Acuerdo Administrativo por el que se establecen acciones complementarias en transición de la Procuraduría General de Justicia del Estado a la Fiscalía General del Estado”, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 25 de septiembre  de 2018, en virtud de que la competencia debe emanar de una ley o de un reglamento expedido por el Poder Ejecutivo Estatal, y no de un acuerdo del citado Órgano Estatal de Control, que no puede ser fuente de creación de autoridades y de atribuciones, y que no puede estar por encima de las Leyes Orgánicas en comento, y menos aún, de lo ordenado por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como lo consagrado en el artículo 125, fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. Lo cual, al utilizarse por la autoridad demandada para sustentar su competencia, constituye una indebida fundamentación y motivación del acto reclamado, lo que vulnera lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional e incumple con las formalidades del acto administrativo de que se trata. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis número P/J10/94, visible a fojas 12, Octava Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, tomo 77, mayo de 1994, que a la letra dice:

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.-  haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 Constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación  deben cumplir con las formalidades esenciales que le den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello este facultado, expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorguen tal legitimación. De lo contrario se dejaría al afectado en estado de indefensión ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo y si es conforme o no a la constitución  o a la ley, para que, en su caso este en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallan en contradicción con la ley fundamental o la secundaria. ...”

Asimismo, el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248,  Página 43, Octava Época, que a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. incisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

En ese contexto, resulta ilegal la resolución de fecha *********, emitida por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, que resuelve el procedimiento administrativo disciplinario identificado con el número *********, seguido en contra de la hoy actora, en la cual se le impuso como sanción, la suspensión del empleo, cargo o comisión por el periodo de *********, siendo que la autoridad demandada al emitirla no acreditó su competencia para tal efecto, por las razones antes expuestas. 

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución originalmente recurrida en revocación, consistente en la resolución de *********, dictada por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en el procedimiento administrativo disciplinario número *********, únicamente en la parte relativa a la responsabilidad y sanción a la actora *********, pues se ha justificado que se emitió sin la debida fundamentación y motivación exigida por el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, actualizando la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
En vía de consecuencia, resulta ilegal la resolución recaída al recurso de revocación de *********, emitida por el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, dentro del expediente de responsabilidades administrativas número *********, al haber confirmado por una parte la resolución inicialmente recurrida en lo relativo a la responsabilidad de la hoy actora, y por otra al haber modificado dicha resolución decretando, únicamente una sanción consistente en la suspensión del empleo, cargo o comisión por el periodo de *********, no obstante ser ilegal la resolución recurrida conforme a lo antes expuesto; por lo que los hechos que la motivaron se apreciaron en forma equivocada, lo que actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procediendo en consecuencia a declarar la NULIDAD LISA Y LLANA de la referida resolución, en términos del artículo 251 del propio Código y, se le deja sin efecto legal alguno, según lo dispone el artículo 257 de la Ley de la materia, a fin de que la citada autoridad, cumpla con los siguientes lineamientos:

Único.- Deberá cancelar o eliminar cualquier captura, registro o inscripción de las sanciones que le fueron determinadas a la impetrante, en el registro que al efecto se lleva en la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, así como, en el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados que se lleva en la Auditoría Superior del Estado; por lo que, en su caso, se deberán girar los comunicados relativos para cancelar cualquier inscripción al respecto; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto. Asimismo, en restitución de los derechos que pudieron haber sido lesionados con la emisión de las resoluciones declaradas ilegales, en su caso, deberá dejar sin efecto todos los actos que con sustentó en las mismas fueron emitidos en perjuicio de la parte actora.
Cabe precisar, que en virtud de que las facultades de la autoridad que sí es competente para resolver el procedimiento administrativo disciplinario identificado con el número *********, seguido en contra de la hoy actora, no formaron parte de la litis en el presente juicio, las mismas quedan intocadas, por lo que se dejan a salvo las facultades de la autoridad competente para pronunciarse en dicho procedimiento, mientras no se hayan extinguido.

Sirven de apoyo a lo anterior, por analogía, las tesis que se reproducen a continuación:
Registro digital: 177241

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: I.4o.A.503 A

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Septiembre de 2005, página 1506

Tipo: Aislada

“NULIDAD LISA Y LLANA POR INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. NO IMPIDE QUE LA AUTORIDAD COMPETENTE PUEDA EMITIR UN ACTO NUEVO SOBRE EL MISMO ASUNTO. Conforme al artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias definitivas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declararán la nulidad lisa y llana cuando, entre otros casos, ocurra el supuesto de ilegalidad previsto en la fracción I del artículo 238 del código invocado, lo que se actualiza cuando la autoridad que dicta u ordena la resolución impugnada o tramita el procedimiento del que deriva es incompetente. En tal caso, la resolución impugnada debe anularse de modo absoluto en razón de que no es posible que conserve algún valor jurídico ya que proviene de una autoridad que carece de competencia legal, lo que, sin embargo, no impide que la autoridad que sí sea competente, en ejercicio de sus atribuciones, pueda emitir un acto nuevo sobre el mismo asunto o llevar a cabo un procedimiento similar al impugnado, en virtud de que sus facultades no formaron parte de la litis ni inciden en la cosa juzgada, de tal suerte que deben quedar intocadas.”
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 276/2005. Refaccionaria y Servicio Galaxie, S.A. de C.V. 17 de agosto de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: Indira Martínez Fernández.

Registro digital: 249039

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Séptima Época

Materias(s): Administrativa

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 187-192, Sexta Parte, página 200

Tipo: Jurisprudencia

“SEGURO SOCIAL. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION. NULIDAD DECRETADA POR INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA. NO IMPIDE QUE LA AUTORIDAD COMPETENTE PUEDA EMITIR UN NUEVO ACTO SIMILAR AL ANULADO, MIENTRAS NO SE EXTINGAN SUS FACULTADES. Es inexacto que por el hecho de que la Sala Fiscal haya declarado la nulidad lisa y llana de la resolución combatida en el juicio de nulidad, porque la liquidación de cuotas obrero-patronales fue emitida por autoridad administrativa responsable (contenida en la resolución mediante la cual dejó sin efectos el crédito) en el sentido de que quedan a salvo los derechos del IMSS para emitir un nuevo crédito por conducto del funcionario legalmente competente, sea violatoria de las garantías de legalidad y seguridad jurídica que protegen los artículos 14 y 16 constitucionales, porque entrañe incumplimiento y repetición del acto que fue declarado nulo. Lo cierto es que aunque efectivamente la incompetencia del funcionario constituye una violación de fondo, por su naturaleza (que no se relaciona con las causas inmediatas que determinaron la existencia del crédito), no impide que se puede dictar un nuevo acto similar por quien tenga competencia para ello, mientras no se extingan las facultades, sin que esto implique desacato al fallo fiscal ni repetición del acto, pues la resolución combatida se estimó única y exclusivamente por el hecho de que reconoció la validez de la liquidación emitida por el tesorero general del IMSS, quien carece de competencia para ello y por ese motivo no podrá reiterarla, pero no habiéndose oído en el juicio de nulidad a la autoridad competente, ni vinculándose en modo alguno la resolución de la Sala Fiscal, no existe ningún impedimento para que una vez desaparecido el acto que resultó viciado, pueda ésta en ejercicio de atribuciones propias emitir uno nuevo en similar sentido, ya que la nulidad sólo afecta a la autoridad incompetente, y no puede considerarse que en esas condiciones exista repetición, pues la fuente de ambos actos será distinta y en esto estribará la diferencia específica entre uno y otro.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Registro digital: 255610

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Séptima Época

Materias(s): Administrativa

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 64, Sexta Parte, página 72

Tipo: Aislada

“RESOLUCIONES FISCALES DICTADAS POR AUTORIDAD INCOMPETENTE. Aun en el caso de que se considere correcto el argumento de que un cobro es nulo por provenir de autoridad fiscal incompetente, ello no puede invalidar las facultades de la autoridad competente para efectuar el cobro procedente, en el futuro, sino sólo provocará la nulidad del acto de la autoridad incompetente, dejando a salvo los derechos que pueda tener la otra.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 1/74. Inversiones Inmuebles El Mundo, S.A. 30 de abril de 1974. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán Orozco.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, resulta innecesario el estudio de los conceptos de impugnación, en acatamiento por analogía, al criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la Página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, Tesis 3, Séptima Época; que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja. …”

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracciones I y IV, 251, 252, 253 y 256, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución impugnada, consistente en la resolución de *********, así como la originalmente recurrida en revocación de *********, precisadas en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo; y PARA LOS EFECTOS señalados en la parte final de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS, FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES, CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES, EN FE DE LO CUAL SE EXTIENDE LA PRESENTE CERTIFICACION A LOS VEINTICINCO DIAS DE MAYO DE DOS MIL VEINTIUNO.

.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA  DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.

LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO.
